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INVITADOS: Señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, Víctor Rossi, y Director General, escribano 
Gustavo Fernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Domínguez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas recibe al Ministro de Transporte y Obras 
Públicas, señor Víctor Rossi y al Director General, escribano Gustavo Fernández. 


La convocatoria está relacionada con la necesidad de alcanzar una reducción del precio del boleto de 
transporte colectivo de pasajeros. Queremos solicitar las explicaciones pertinentes del señor Ministro al 
respecto. 


SEÑOR BOTANA.- Para nosotros el motivo de la convocatoria es el incremento que se opera en el 
precio, porque el Ministro nunca tendrá que dar explicaciones de una baja del boleto. Esa sería una 
alegría para todos, que siempre nos bastará con un pronunciamiento a través de los medios de prensa; 


con la noticia ya estaremos contentos. Creo que lo que hay que explicar acá es el incremento, en 
definitiva, del precio del combustible. 


SEÑOR PRESIDENTE. Aclaro al señor Diputado Botana que, como Presidente, recibí el Decreto en el 
que se manifiesta la necesidad de hacer la reducción. Más allá de que todos estamos de acuerdo con 
esto, creímos que la convocatoria era importante en la medida en que habrá un incremento. No está 
mal la aclaración del señor Diputado Botana porque solicitamos que se nos explique el aumento del 
precio de combustible como consecuencia de ello. Hice mención simplemente al primer párrafo del 
texto a efectos de ser más ágil. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El objetivo es bajar el precio del 
boleto del transporte colectivo de pasajeros en todo el país. Pero también es cierto que el mecanismo 
que se propone en el Decreto para lograrlo es el de una transferencia que se realiza a partir de la 
conformación de un fideicomiso por el que ANCAP aporta un incremento del gasoil en general, que se 
canaliza en función del consumo de cada una de las empresas formales para traducirlo en una rebaja 
del precio del boleto de todos los usuarios del transporte colectivo. 


Por lo tanto, el asunto incluye, efectivamente, esos dos elementos, y lo hace porque es imposible realizar una 
transferencia si no hay alguien que dé; para que alguien reciba, siempre alguien debe dar. En la sociedad, más 
allá de épocas en las que los subsidios y las transferencias parecían malas palabras o tabú, siempre existieron, 
y ese tipo de transferencias tendrá que seguir existiendo. 


Hoy, el Uruguay está sometido a una doble presión en lo que tiene que ver con la energía en general y con los 
combustibles en particular. Una de las presiones ha sido la tendencia a la suba del petróleo, que se mantuvo 
durante mucho tiempo -afortunadamente, ahora, hay algunas señales de estabilidad, sobre las que a todos nos 
gustaría tener certezas-, y ha influido en toda la economía del país en función de las limitaciones que 
Uruguay tiene en materia energética por no ser productor de petróleo y por no haber podido encontrar los 
caminos para desarrollar alternativas suficientes hasta el momento para incidir en la ecuación de la energía. 


Pero hay un segundo factor que también ha venido presionando al precio del combustible y tiene que ver con 
la matriz de consumo del combustible, que ha estado deformada en un proceso que se acumuló en el tiempo - 
inclusive, últimamente se aceleró-, y que ha generado que el país consumiera un volumen de gasoil mucho 
mayor que el que naturalmente se logra por la refinación de los distintos subproductos del petróleo. Entonces, 
esto ha llevado a que el país tenga que comprar gasoil o que tenga comprar más petróleo para refinar y 
producir excedentes de nafta. En esta búsqueda de la mejor operación, del mejor equilibrio, del mejor 
resultado, en todos estos años se ha generado un efecto que no ha sido saludable para la cotización de los 
precios de combustible en general. 


Por lo tanto, el tema de fondo no tiene que ver con nuestra Cartera. Nosotros simplemente lo tenemos 
presente; lo conocemos. Es el problema de cómo desarrollar modificaciones en la estructura de consumo del 
país en materia energética y de encontrar alternativas energéticas. 


En lo que tiene que ver con la corrección de la matriz energética, se han tenido algunas reuniones en las que 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha participado como uno más con otras Carteras, procurando 
acompañar el rol que los Ministerios de Industria, Energía y Minería, y de Economía y Finanzas, y 
particularmente, ANCAP y UTE, han tratado de analizar, profundizar y promover con mucha convicción y 
fuerza para avanzar en esta materia. 


En lo que tiene que ver con el consumo de gasoil, la modificación de la matriz energética ha sido uno de los 
temas permanentemente presentes en esta discusión. El país necesita modificar este consumo exagerado de 
gasoil. 


Cuando se generó el proceso de estudio y posterior fracaso de lo que dio en llamarse gasoil productivo, uno 
de los elementos que servía como inspiración, como base a esta búsqueda, era procurar que se lograran 
determinados incentivos para los sectores productivos mientras se corregía la matriz de consumo de gasoil y 
nafta al mismo tiempo. Todos sabemos que esto fracasó, no por dificultades en la concepción, sino por 
dificultades que estuvieron presentes en la instrumentación, sobre todo porque esa instrumentación que 
pretendió hacerse abierta, con la participación y la opinión de todos los sectores, fue ampliándose en el 


número de beneficiados y, por lo tanto, reduciéndose la incidencia o haciendo que los sectores que tenían que 
aportar el financiamiento de esta iniciativa fueran duramente gravados. Cuando hay transferencias, cuando 
hay subsidios, siempre hay alguien que recibe y alguien que da; de algún lado siempre sale. Y hoy, en la 
propia estructura de costos de los distintos sectores económicos del país está presente esa realidad de 
beneficios, bonificaciones, exoneraciones y transferencias que recibe un sector, que son el aporte de otros 
sectores de la sociedad o de toda la sociedad. 


Fracasada la iniciativa del gasoil productivo, seguimos trabajando en silencio con respecto a qué elementos 
teníamos que recorrer, qué alternativas y qué mecanismos podíamos utilizar. En ese sentido, tengo entendido 
que inclusive a nivel parlamentario está a consideración alguna iniciativa promovida por el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería con respecto a la importación de vehículos a gasoil y sus repuestos, modificando 
un poco las condiciones. 


Asimismo, con compañeros del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca hemos estado analizando 
algunos aspectos que tienen que ver con el sector y la posibilidad de encontrar mecanismos e incidencias que 
pudieran atenderlo. Casi semanalmente hemos estado con la intergremial de cargas analizando la situación 
del transporte de cargas, sus incidencias, sus actuales bonificaciones -que existen- y la posibilidad de 
encontrar caminos que mejoraran su ecuación en materia de competencia. 


Inclusive, hay algunos instrumentos que en este momento están siendo analizados a nivel del Ministerio de 
Economía y Finanzas, como consecuencia de los planteos recibidos por la intergremial de carga. 


Hemos estado atentos a la importancia que tendría el Estado para contribuir a esa reducción del consumo de 
gasoil si modificara en buena medida su estructura de consumo. El Estado es un gran consumidor de gasoil y, 
a nuestro entender, en forma inconveniente, injustificada en muchos casos porque si bien hay un tipo de 
actividad estatal que es recomendable que se realice con vehículos que operen a gasoil, sin embargo, hay otra 
parte muy importante del Estado que cada vez más recurre a vehículos a gasoil, siendo que eso no conviene a 
los intereses del país. Y esto que se fue construyendo en años tendrá que comenzar a modificarse. 


Vinculado a esto está el tema del taxímetro y otros servicios. También está analizándose la posibilidad de 
construir instrumentos -a partir de fideicomisos o fondos especiales- para incentivar la reconversión de ese 
sector a nafta. Esto permitiría, no solo que esa flota de vehículos en todo el país se reconvirtiera y pasara de 
ser de gasoil a nafta, sino que además daría condiciones para que el consumo de la nafta llevara a precios 
competitivos. A su vez, le daría la ventaja de la posible instalación de la alternativa del gas natural, 
prácticamente con el mismo equipamiento. En esa dirección, hemos tenido oportunidad de conversar con los 
representantes del sector de taxímetros, quienes manifiestan su interés en que esto sea así y trabajan en ese 
sentido. 


Recorriendo este camino, también se analizó la incidencia que tiene el precio del transporte colectivo en los 
usuarios O pasajeros porque es un sector muy importante de la población y porque además es notorio que ha 
aumentado la incidencia de las tarifas en el bolsillo del ciudadano que usa este medio de transporte. Dicho de 
otra manera, el costo del servicio de transporte se ha alejado del bolsillo de sus usuarios. Y más allá de que 
sean sectores que no están organizados de la misma manera que otros de la realidad del país, son parte de la 
sociedad y difícilmente el país pueda marchar bien si el conjunto de sus ciudadanos no tienen la posibilidad 
de hacerlo. Entonces, es voluntad buscar mecanismos que nos permitan llegar a estos miles de ciudadanos 
que utilizan el transporte colectivo de pasajeros en todo el país y también los cientos o miles que no pueden 
utilizarlo hoy, y ofrecerles un atenuante, no una solución definitiva. No buscamos resolver todos los 
problemas porque no se solucionan de un día para el otro, pero sí queremos encontrar un atenuante que pueda 
tener un efecto sustancial y que permita incorporar una serie de instrumentos a nivel de transporte urbano y 
mucho más a nivel del metropolitano y ni qué hablar del transporte interdepartamental y departamental del 
interior del país para que las empresas puedan administrar un fondo que vaya directamente dirigido al 
abaratamiento del boleto. 


Entonces, el mecanismo es muy sencillo y no hay demasiado para decir. ¿Cuál es el consumo por sector que 
tiene el país en esta materia? El consumo de gasoil ronda los 800:000.000 de litros por año. El transporte de 
pasajeros participa en un 13% de ese consumo. Por lo tanto, son alrededor de 100:000.000 de litros por año. 
Otras participaciones son las del transporte de carga con un 30% del total, la de todo el sector de taxímetros y 
otros es de un 5%, la de los vehículos particulares es de un 19%, la de los vehículos oficiales y otras 
modalidades es de un 20% y la del agro es un 13%. Esa es la estructura de consumo que tiene ese sector. 


¿Cuántos pasajes se venden en el sector urbano y suburbano de pasajeros? Cuando recibí la información, no 
advertí que no habían agregado la del transporte interdepartamental. La información de los departamentales 

del interior no la tenemos porque la manejan las Intendencias Departamentales, pero sí tenemos la del sector 
interdepartamental, pero podemos decir que solo los sectores urbano y suburbano significan 300:000.000 de 
pasajes en el año. 


¿Qué hemos notado acá? Que la evolución, el crecimiento se va produciendo lentamente; en 2004, 2005 e 
inclusive según las proyecciones de 2006, el número de viajes va por debajo del crecimiento de los demás 
índices de la economía. Inclusive, si tomamos períodos más grandes todavía se pone más en evidencia. Es 
decir que no solo va por debajo ahora en estos momentos donde todos los índices son de crecimiento del país, 
sino que va mucho más por debajo comparando períodos más grandes, incluyendo la crisis, porque entonces 
advertimos que si bien el transporte sigue con un saldo final negativo -por ejemplo, tengo acá la proyección 
de 1994 a la fecha-, todavía no alcanzó los niveles anteriores. Sin embargo, otras cifras, otros elementos no 
solo lo alcanzaron sino que empiezan a superarlo. 


¿Qué quiero decir con esto? Que tenemos un sector de la sociedad al que le está costando más recuperar los 
niveles anteriores a la crisis de 2002 -que todos ansiamos recuperar- para proyectarnos hacia el crecimiento 
real, al desarrollo real del país. Aparentemente, las consecuencias de la actividad económica, que está 
creciendo, les llegan mucho más lentamente que a otros sectores. Y esos a los que les llega mucho más 
lentamente están vinculados con los sectores de menores ingresos que son los que utilizan los servicios de 
transporte colectivo. Entonces en el estudio, desde esta Óptica -porque puede haber otros enfoques-, nosotros 
podemos decir: "Bueno, pero hay crecimiento en el número de trabajos, que es un elemento positivo, por eso 
crece el número de boletos; hay crecimiento del salario real, es otro número positivo, por eso crece el número 
de boletos, pero a pesar de eso, el crecimiento del acceso de la población al sistema de transporte colectivo es 
más lento que el crecimiento de otras áreas de la economía". También se puede decir -lo hemos pensado y 
medido- que se da un problema cultural. Del mismo modo que la utilización del sistema de transporte es un 
problema de hábitos, cuando la persona sale del sistema regular de pasajeros y opta por el ciclomotor, la 
bicicleta, o no tiene más remedio que caminar, ese porcentaje que de alguna manera se pierde después no se 
recupera o por lo menos no se recupera rápidamente; tal vez no se recupere nunca. En realidad, existen 
bolsones importantes de población que uno puede apreciar; acá en Montevideo es muy fácil apreciarlo. Y más 
aún: es muy fácil ubicar a estos sectores y esas preocupaciones porque se expresan en la calle, pero también 
en el interior del país nos hemos encontrado con planteos, nos llegan cartas, nos han abordado para decirnos 
la dificultad que muchas veces les impide a los ciudadanos aceptar una oferta de trabajo en función del peso 
que el transporte tiene en su presupuesto. Este es un factor que no podemos eliminar solo con voluntad, es un 
factor en el que hay que procurar ir avanzando y superando. 


Nosotros, en función de eso, hemos establecido este mecanismo que permitirá que la transferencia que se 
plantea, que afectará el precio del gasoil en su conjunto, permita una rebaja de $ 8 por litro en el gasoil que se 
utiliza para el transporte colectivo de pasajeros, y la voluntad es transferir esos $ 8 integramente al precio del 
sistema tarifario. ¿De qué forma? En función de su respectiva paramétrica. Esto significará un porcentaje 
importante a nivel del transporte interdepartamental; quisiera tener el instrumento funcionando para poder 
hacer el cálculo exacto, no quisiera adelantar porcentajes al más o menos ni generar expectativas al más o 
menos, hemos tratado de no hacerlo. Esto tiene otro efecto en el transporte urbano que será, por cierto, 
aplicado por parte de las Intendencias Municipales de todo el país en los transportes departamentales. En el 
caso del transporte metropolitano nos permitirá no solamente mejorar el precio del pasaje sino poner en 
marcha un mecanismo de integración del sistema urbano con el sistema suburbano a partir de, por un lado, la 
prolongación de algunas líneas de transporte urbano hacia los barrios periféricos del departamento de 
Montevideo y, por otro, la rebaja de la tarifa de protección que está vigente en el sistema tarifario y que 
genera un escalón que hace que el pasajero del área metropolitana tenga una estructura tarifaria más alta que 
la del transporte urbano. Se trata de atenuar sustancialmente ese escalón y crear un sistema de combinaciones 
donde las líneas suburbanas puedan combinar con todas las líneas urbanas de Montevideo y establecer acá 
una facilidad y una atenuación importante de los costos de quienes tienen que tomar dos ómnibus porque no 
les alcanza solo uno para ir de su domicilio al lugar de trabajo. 


Esta es la idea general y la resolución la tienen ustedes presente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor Diputado Botana quiero señalar la presencia 
de algunos señores Diputados de las Comisiones de Hacienda, Industria, Energía y Minería y, por 


supuesto, de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas, en la medida de la preocupación 
importante que existe sobre el tema. 


SEÑOR BOTANA.- En primer lugar, nuestro Partido tiene que manifestar su disgusto por la no 
comparecencia en común de los Diputados a la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, como 
había sido previsto, para explicar sobre este tema, como habían sido invitados. Nuestro Partido había 
decidido ese tipo de invitación en la medida en que nos parece que este es un tema que abarca al del 
transporte pero también al de la producción. 


El Ministro ha venido con rapidez -lo cual nos alegra y nos gustaría que se repitiera en todos los temas- y nos 
ha explicado algunas cuestiones vinculadas a la estructura de costos de ANCAP. También nos ha explicado 
algunas cuestiones vinculadas al empleo, al tema social, vinculadas al mundo del trabajo, lo cual es un claro 
indicador de que el Ministro nos va a explicar también, seguramente, algunas cuestiones vinculadas a su 
Cartera, al transporte de cargas específicamente, y a la cuestión vinculada a la producción del país. Estamos 
frente a un decreto que prevé exactamente lo que hablábamos al principio: un incremento en el precio del 
combustible del cual se destinará $ 1,053 por litro al financiamiento de este subsidio pero que, según ha 
anunciado el Presidente de ANCAP en el día de hoy, va a ser un incremento de $ 1,20 y esto tendrá como 
destino al transporte colectivo de pasajeros que, por supuesto, es mayoritariamente montevideano. 
Claramente esto no está hecho en base al transporte urbano del interior porque ni siquiera los números se 
conocen, lo hemos visto en las palabras del propio señor Ministro. 


¿Qué es esto? ¿Frente a qué estamos? Estamos claramente frente a una transferencia de US$ 33:000.000 del 
interior a la capital de la República; estamos frente a una transferencia, por lo tanto, de los más pobres a los 
más ricos, y estamos frente a una transferencia del sector productivo al Gobierno, que de eso se trata. 


Vamos a ir por temas. Se trata de una transferencia de los que tienen dos veces más necesidades básicas 
insatisfechas que en Montevideo: la capital tiene el 13% de su población con necesidades básicas 
insatisfechas y en el interior tenemos el 24%. Montevideo genera un 76% más de valor agregado bruto per 
cápita que el interior de la República; tiene un 65% de mejor ingreso en sus hogares, así que vayamos viendo 
la injusticia que se está operando. Es sin duda en este caso -y queda claramente demostrado con estos 
números- una transferencia de los más pobres a los más ricos. Seguramente, el señor Ministro está 
acostumbrado a ver los pobres en las calles de Montevideo; debería verlos en la campaña, debería verlos en 
nuestras ciudades y en nuestros pueblitos del interior de la República. 


Decía que es una gran transferencia de los sectores productivos al Gobierno. El sector de cargas y el sector 
agropecuario van a verse castigados por este incremento del combustible, por este incremento del 
combustible que va a implicar una recaudación muy similar a lo que el Gobierno le impone de IVA al boleto. 
Aquí lo que se va a producir es la compensación del incremento, que lo que se hace es transferir su peso al 
sector primario de la economía. En términos económicos esto es exactamente de ese modo: acá va a recibir 
dinero el Gobierno, y para que no lo paguen con el boleto, las empresas de transporte colectivo y el usuario 
del transporte colectivo, especialmente capitalino, se va a transferir ese peso económico a los sectores del 
transporte de cargas, y a los sectores agropecuarios y productivos del país, amén de lo que ello va a implicar 
en transferencia -por supuesto- en el reparto a los consumidores, a los taxímetros. Pero el peso mayor sin 
duda está en este sector de cargas, y aunque tenemos alguna diferencia con los datos que nos aporta el 
Gobierno, esa diferencia no es sustantiva. De cualquier modo, lo importante es que acá la plata va a nacer de 
estos sectores y va a terminar en las arcas del propio Gobierno. Y estos sectores van a tener, además, la carga 
del Banco de Previsión Social. Estos sectores van a tener que soportar incremento en los aportes, tanto el 
transporte de cargas como el agro como la industria toda en el país. 


Y vamos a un tema que, obviamente, el señor Ministro conoce bien; es su sector de actividad. ¿Cómo hacen 
nuestros transportistas de carga para competir con un gasoil que en la Argentina es 82% más barato que aquí? 
¿Cómo hacen nuestros transportistas de carga para competir con los transportistas de Brasil, que tienen 
similar precio del combustible pero diez veces -diez veces- menos costo fijo que los que tienen que afrontar 
nuestros transportistas de carga? Y sin tener en cuenta, además, el aumento que se les viene en los aportes al 
Banco de Previsión Social. 


Aquí nos queda una gran duda de política: ¿qué es lo que queremos hacer con el sector de transporte de 
cargas en el país? Esta pregunta se la quiero hacer al señor Ministro, como todas las anteriores, por supuesto. 


¿Quiere el señor Ministro dar ventajas relativas al transporte ferroviario para posibilitar que se produzca 
rápidamente su advenimiento, en la medida en que ya se han previsto los recursos para la inversión en ese 
sector que, indudablemente, compite con el transporte carretero de cargas?? 


Si, además, estamos desplazando de la competencia a este sector, estamos generando, señor Ministro, una 
enorme pérdida económica desde el punto de vista social. Acá la pérdida no son los US$ 154:000.000 de 
diferencia en el costo de los combustibles que tenemos entre el costo del combustible con este precio y el que 
tendríamos si no existiera monopolio en ANCAP. Acá hay una pérdida por los empleos que se pierden; acá 
hay una pérdida por el valor agregado que se pierde por culpa de que nuestra economía no es competitiva, 
por obra y gracia de los costos tarifarios y de los precios que tenemos que soportar. Es esta una discusión 
larga, pero en la que indudablemente todos compartimos que cualquier incremento de precio opera como un 
impuesto que desalienta la actividad económica. A eso lo compartimos absolutamente todos, y eso genera una 
pérdida que es para el país de varios cientos de millones de dólares. 


Creo que es hora de que si todos compartimos que todo incremento de costos produce una baja en el nivel de 
actividad, es hora de ir cuidando los costos, especialmente de los sectores de la producción y del trabajo 
nacional. Yo creo que usted ha sido muy claro en su discurso -lo he escuchado por todos los medios-, cuando 
usted dice: "No quiero que se disminuya el nivel de actividad del sector del transporte de pasajeros". ¿Por 
qué lo dice? Porque sabe que todo incremento en el boleto termina por desalentar la actividad de ese sector. 
Es más, usted lo ha dicho: "El ómnibus se ve sustituido por la bicicleta o por los zapatos. La gente no sube al 
ómnibus; la gente deja de consumir ese producto, y eso compromete el nivel de actividad de las empresas del 
transporte". Bueno, ¿no será igual, señor Ministro, para los demás sectores? ¿No habrán otras maneras de 
hacer esto? ¿Por qué de una vez por todas no desmonopolizamos los combustibles y empezamos a tener los 
combustibles en los niveles que tenemos que tenerlos, en los niveles de precios que tenemos que tenerlos y 
nos dejamos de subsidiar estructuras que todos sabemos que le generan estos enormes niveles de pérdida 
social al país? 


Y, después, ¡bueno!, seguramente esta respuesta me la dé el señor Diputado Asti pero, ¿cómo funciona este 
sistema de subsidios en lo que es la propuesta económica o la propuesta de administración que está llevando 
adelante el Gobierno? Porque en su discurso y en el del Ministro de Economía y Finanzas -que yo comparto- 
este tipo de subsidios hasta el día de hoy generaban distorsiones en la economía, generan mecanismos que 
implican, que dejan la base creada para la necesidad de ajuste de precios relativos, y este tipo de mecanismos 
son los que en la economía después acarrean, justamente vía ajuste de precios relativos, los procesos 
inflacionarios. 


Entonces, yo creo que sobre esas cosas y sobre esas incoherencias en el manejo de la economía también se 
deben dar respuestas, amén de la creación de nuevos y de muchos controles que estos mecanismos implican. 
Porque acá estamos hablando de un gasoil $ 8 más barato para el sector del transporte colectivo de pasajeros. 
¿Cómo va a ser eso cuando aparezca? ¿Cuál va a ser el mecanismo, si es de $ 8, para controlar de que además 
de poner gasoil en el ómnibus, no se ponga gasoil en el auto de paseo del dueño de la empresa o en el de sus 
empleados? ¿Cómo es que se va a controlar que este consumo no va a ir a otro lado? Aquí están los tipos de 
distorsiones de precios que el país ya conoce además, que en los años setenta tuvimos y así fueron las 
consecuencias que tuvimos. 


Entonces, yo creo que sobre todas estas cosas hay que contestar. Este no es un tema solo de nuestro 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas; este es un tema fundamentalmente del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas -sin duda-, pero es un tema del Ministerio de Economía y Finanzas también y este es un tema 
que afecta al sector primario de la economía. Y que nos explicará también el Ministro en su momento cuál es 
la forma legal de hacer este subsidio. Esto no se hace solo por decreto; acá hay que pedir la autorización para 
poder volcar estos fondos directamente a las empresas, a no ser que se establezca algún mecanismo por el 
cual el subsidio sea encubierto de modo que no resulte un subsidio ilegal. 


Entonces, me gustaría recibir estas respuestas. ¿Cómo es que va a funcionar? ¿Cómo es que no se van a 
generar distorsiones en la economía? ¿Cómo es que se justifican las transferencias del interior a la capital? 
¿Cómo es que pasamos del prometido gasoil productivo a un gasoil paseandero? ¿Y cómo es que el Gobierno 
termina recibiendo lo que los sectores del transporte de cargas y del agro y el consumo de los hogares 
terminan pagando? 


SEÑOR GANDINI.- Estamos aquí reunidos no solo por el decreto, que es muy escueto, sino por las 
aclaraciones públicas que se han hecho sobre lo que esta iniciativa proyecta. 


En ese sentido, parece ser que el Gobierno va a proceder a una transferencia de unos sectores productivos a 
otros. El decreto es muy sencillo: lo que hace es encomendar a la Corporación Nacional para el Desarrollo y 
a ANCAP a constituir un fideicomiso; luego establece que el capital fiduciario se constituirá por $ 1,053 de 
cada litro de gasoil. No establece otra cosa. Habrá que esperar otras medidas que establecerán cómo se forma 
ese fideicomiso, cuál va a ser el aumento del combustible y cómo se transfiere ese dinero. 


Sin duda aquí hay una decisión política, que nosotros no compartimos; es una decisión política. Hace ya 
muchos meses aquí se anunció que el sector productivo iba a recibir el respaldo del Gobierno a través del 
llamado gasoil productivo, es decir, un gasoil con un precio diferencial para aquellos sectores que tienen un 
rol estratégico en la economía: están vinculados con la producción, básicamente con el agro, la industria, el 
transporte de cargas y, en aquel momento, se dijo que también con el transporte de pasajeros. Después de 
aquella medida sobre la que se trabajó y se abundó en cuanto a cómo iba a operar, hubo una segunda medida, 
que también fue una decisión política, que consistió en decir que no iba a haber gasoil productivo porque no 
se podía instrumentar de esa manera y que se iba a anunciar a futuro otro mecanismo. Ahora, aparece este 
sistema de gasoil que no solo no es productivo -es decir, con precio diferencial para el sector productivo-, 
sino que incrementa el precio del gasoil para el sector productivo, que va a subsidiar a otras actividades 
económicas. En el ínterin, el gasoil fue aumentando de manera más intensa que las naftas, se rebajó menos 
que las naftas, inclusive en algún momento con la manifestación pública de que esto iba a ser así porque al 
advenimiento del gasoil productivo se iba a corregir y a castigar de esta forma a aquellos que utilizaran gasoil 
para actividades no productivas. 


Lo cierto es que con el correr del tiempo, el Gobierno dejó de lado su propuesta de gasoil productivo, es 
decir, de un gasoil con precio diferencial para la actividad productiva, lo ha ido aumentando más sobre la 
base de ir corrigiendo la matriz energética, y ahora anuncia un aumento del gasoil con un precio mayor para 
todos, que va a poder compensar luego el sector del transporte colectivo de pasajeros. 


Esto es una decisión política, sobre la que nosotros discrepamos. Pero más allá de la decisión política, creo 
que el camino elegido no es el correcto. Por varias razones, creo que el decreto no es la vía formal y legal 
para tomar esta decisión. En primer lugar, tengo muchas dudas sobre que un fideicomiso se pueda 
encomendar por decreto y lo puedan crear estas personas de Derecho Público sin marco legal habilitante; es 
decir que puedan disponer por sí y ante sí y crear un fideicomiso, que es una tercera persona pública diferente 
a estas dos, que maneje recursos públicos, sin ley, sin marco legal que lo habilite. 


En segundo lugar, creo que aquí hay un impuesto claramente encubierto. El Poder Ejecutivo puede aumentar 
el precio del gasoil por decreto, y en esto estamos de acuerdo, pero conceptualmente el precio, por principios, 
requiere de una contraprestación equivalente. El precio no puede ser aumentado sin contraprestación. Aquí no 
hay contraprestación, sino una retención compulsiva de una cantidad de dinero -luego veremos cuánto es- 
con un destino específico, sin una contraprestación a cambio. Es un impuesto como el IMESTI; al gasoil se 
agrega otro impuesto. Aumentar impuestos es una facultad y una prerrogativa exclusiva del Poder 
Legislativo, y está establecido en la Constitución de la República. Esto es un impuesto encubierto, y no tengo 
ninguna duda. 


También estoy convencido de que no se pueden transferir recursos públicos a empresas privadas sin marco 
legal que lo habilite. Cada vez que el Estado transfiere recursos públicos, debe hacerlo mediante una ley, 
generalmente presupuestal, de Rendición de Cuentas o alguna específica. La Ley de Presupuesto que 
aprobamos hace un año, y la Rendición de Cuentas que acabamos de aprobar contienen varias de esas leyes, 
inclusive, algunas solicitadas por el propio Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que fueron aprobadas 
en el Parlamento. Por ejemplo, recuerdo la asignación imprecisa -pero asignación legal al fin- de más de 

$ 600: 000.000 con destino a la recuperación de la red ferroviaria. Esta es una transferencia de recursos 
públicos a la Corporación Ferroviaria, que se creará y será persona de derecho privado. Por lo tanto, como se 
va a crear antes de la próxima Rendición de Cuentas, ya esta, sin estar creada la Corporación Vial, tomó la 
precaución de dar marco legal a la transferencia, porque si no existe marco legal, no puede haber 
transferencia. 


El Estado no puede transferir recursos públicos -estos lo son-, porque los recauda la Administración Nacional 
de Combustibles Alcohol y Pórtland; ANCAP recaudará millones de dólares por este pesito, que luego 
transferirá a una persona de derecho privado, el fideicomiso, que a su vez transferirá a empresas privadas, de 
acuerdo con criterios que no están determinados ni fijados. Estos son recursos de la sociedad, que requieren 
marco habilitante y mecanismos de control para transferirse, pero que aquí no están. 


Por lo tanto, señor Ministro, el Gobierno tiene las mayorías suficientes para abordar este tema como 
legalmente corresponde en el contexto de la ley, y si tiene voluntad política de hacerlo, puede aprobarlo. 
Inclusive, cuenta con el mecanismo de la ley de urgencia si es que está muy apurado. No nos parece que el 
decreto sea el camino legal y constitucionalmente apto para crear impuestos, para crear fideicomisos y 
transferir recursos públicos a empresas privadas. 


El decreto no establece criterios respecto a cómo se va a distribuir ese dinero; tenemos malos antecedentes de 
distribución de subsidios al boleto en la Intendencia Municipal de Montevideo: complejos sistemas, 
auditorías, pruebas de certificados y facturas adulterados, es decir, toda una compleja situación que se vivió 
en el pasado por no tener claros cuáles eran los criterios. Sería bueno que el marco formal los estableciera. 


También sería bueno saber cuánto rebajará el precio del boleto al aplicarse este sistema, porque 
promedialmente $ 8 será el subsidio que tengan las empresas de transporte colectivo de pasajeros en el costo 
de su gasoil; si nuestros cálculos no están errados, el precio del boleto disminuirá poco más de un peso. 
Queremos que se nos confirme esta apreciación. 


Asimismo, nos gustaría saber si el gasoil aumentará a $ 1,053 o si esta es la transferencia que se hará a las 
empresas a través del fideicomiso, y si a esto hay que agregar un monto de aumento en el gasoil -además de 
este $ 1,053- como costos de administración. Este es un fideicomiso de administración, y puede tener costos. 
Se habla de que va a aumentar $ 1,20, o sea, 15% por encima de lo que se anuncia; esto significa que de los 
US$ 33:000.000 habrá US$ 4:000.000 para administración. Creo que esta información debe ser incorrecta, 
porque si no el sector productivo pagará US$ 4:000.000 anuales para la administración de este sistema de 
transferencias del sector productivo a un sector del transporte colectivo. 


También queremos dejar presente aquí que por parte del señor Ministro se han realizado manifestaciones 
respecto al cambio de la matriz energética. Si los taxis van a cambiar los motores tendrán que hacer una 
inversión importante, pero hasta que no se realice esa inversión, se encuentre una solución y se instrumente 
este decreto, pagarán el gasoil más caro, porque seguirán consumiendo gasoil si es que se instrumenta una 
modificación. Sí es claro que el Estado, que podría estar colaborando con el cambio de la matriz energética 
no lo va a hacer, porque nuestro partido presentó un sustitutivo al artículo 3* de la Ley de Presupuesto a 
través del cual se autorizaba la renovación de la flota del Estado. Nuestra modificación, señor Ministro -tal 
vez usted no se enteró-, era tan sencilla como decir que la renovación de la flota a la que se autorizaba al 
Estado era obligatoriamente por vehículos a nafta, salvo decisiones excepciones debidamente fundadas. Nos 
parecía bueno que el Estado comenzara a colaborar con el cambio de matriz, y cambiara algunos gasoleros 
viejos por nafteros nuevos, pero no tuvimos suerte. Por lo tanto, señor Ministro, se proclaman cosas que 
luego no se sustancian en la realidad. El Estado seguirá colaborando con un consumo importante de gasoil, 
de acuerdo con el total de litros que se consumen en el país. Pero no ha colaborado en el cambio de matriz 
energética. 


Finalmente, teniendo en cuenta que el señor Diputado Botana ha hecho énfasis sobre nuestra visión contraria 
a que un importante sector de la economía, como el de cargas, agropecuario e industrial, subsidien el precio 
del boleto -compartimos que deben encontrarse mecanismos para rebajarlo-, quiero concentrar mi 
intervención sobre las dudas formales que me merecen que el Gobierno encamine esta solución por la vía del 
decreto y no recorra el camino legal porque, seguramente, va a tener que enfrentar importantes reclamos en la 
vía judicial; si no lo hace es porque son clarísimas las tres razones que he dado por las que esto requiere de 
ley. 


SEÑOR POSADA.- Sobre este decreto queremos hacer algunas reflexiones. Nosotros también 
compartimos la idea respecto a que no hay marco jurídico que ampare esta decisión del Poder 
Ejecutivo. El principio que rige en materia de personas públicas es el de especialidad, principio 
ampliamente consagrado en la Constitución de la República. Así como las personas físicas tenemos la 
libertad de hacer todo aquello que no se prohibe, el principio para las personas jurídicas es que solo 


pueden hacer lo que la ley expresa, lo que la ley de alguna manera le otorga como marco y luego el 
Poder Ejecutivo reglamenta. 


Este no es el caso. Acá se ha tomado una decisión que notoriamente altera las propias facultades que tiene 
establecidas ANCAP en su Carta Orgánica, porque se ha determinado un precio diferente al que el ente 
autónomo puede fijar, de acuerdo con sus facultades. De alguna manera, se han alterado las condiciones, lo 
que no implica que ANCAP pueda tener un precio mayor de gasoil, pero en ese caso debería ser de carácter 
general y no particular para algunos sectores, que es en los hechos lo que va a pasar. 


Hechas estas constancias sobre el aspecto formal, quiero referirme al aspecto de fondo. Todo el tema del 
boleto, particularmente, del boleto urbano, fue objeto de un amplio debate hace algunos años en el ámbito 
departamental, en el Gobierno Departamental de Montevideo, cuando el actual Presidente de la República era 
Intendente y el actual Ministro de Transporte y Obras Públicas era Director de Transporte de la Intendencia. 
Más allá de las distintas opiniones que caracterizaron a aquel debate, de los acuerdos y desacuerdos -porque, 
personalmente, manifestamos nuestro apoyo a muchos de los aspectos que comprendían aquella decisión de 
la Intendencia y criticamos otros-, había un principio que valoramos como positivo en aquella decisión. Era 
que a la hora de aplicar ese subsidio -porque, en definitiva, esto es un subsidio que se realiza con fines de 
carácter social al sector de la población que usa el transporte- por parte de la Intendencia Municipal de 
Montevideo se hizo en forma directa. Ante la decisión política de que, por ejemplo, debiera subsidiarse el 
boleto de los estudiantes, se entendió que ese subsidio no debía ser asumido por quienes hacían uso del 
transporte sino por toda la sociedad. Otro ejemplo es el de los jubilados, y en ambos hubo una decisión 
política en el sentido de interpretar que si se quería subsidiar, era la sociedad en su conjunto, en este caso, la 
sociedad de Montevideo, la que debía asumir el subsidio. 


Ahora nos encontramos con este decreto, en el que se establece una filosofía diametralmente opuesta, porque 
se hace un subsidio cruzado. En definitiva, todos los usuarios de gasoil terminan subsidiando el boleto urbano 
y suburbano, lo cual me parece esencialmente injusto. Es válido llegar a la conclusión de que es necesario 
subsidiar el transporte colectivo de pasajeros para que tenga un mayor desarrollo y una mayor sostenibilidad 
en términos económicos. Me parece absolutamente respetable y defendible la decisión, pero no se puede 
hacer a costa de un determinado sector. Lo que hay que hacer, siguiendo la filosofía que se aplicó en 
Montevideo en aquella oportunidad, es establecer -justamente, en una Ley de Presupuesto o de Rendición de 
Cuentas- con cuánto la sociedad va a contribuir para que se establezca un subsidio al precio del boleto 
urbano, suburbano e interdepartamental. Me parece que esta es la cuestión central, porque, de lo contrario, 
por la vía del subsidio cruzado le estamos cargando a determinados sectores de la sociedad. ¿Qué tiene que 
ver, por ejemplo, el sector agropecuario con el precio del boleto? Puede hacer su contribución a través de los 
impuestos, pero no parece lógico que un sector de la sociedad -cualquiera sea- tenga que cargar con el peso 
de lo que la sociedad decide que es lo mejor: que el precio del boleto sea más bajo. 


Me parece que esta es la discusión básica que deberíamos tener. Repito: hay un aspecto formal que considero 
que en cualquier caso hay que respetar. Pero este otro, el aspecto de fondo, que hace al uso de los 
instrumentos, en este caso, el del subsidio, debe ser absolutamente claro y directo, porque con los subsidios 
cruzados perdemos de vista lo que queremos hacer. Señalamos esto como una crítica al fondo de la propuesta 
del Poder Ejecutivo que, repito, puede ser perfectamente compartible desde el punto de vista de sus objetivos, 
pero, indudablemente, tiene falencias en el aspecto formal e instrumental, en la filosofía que está detrás a la 
hora de establecer estos subsidios. Para nosotros, subsidio no es una mala palabra, creemos que muchas veces 
es absolutamente necesario, pero en esos casos, debe ser totalmente transparente la forma cómo la sociedad 
en su conjunto lo establece. 


SEÑOR ASTI.- Creo que el motivo de esta reunión era hablar de los temas que algunos otros señores 
Diputados han mencionado, pero como hay intentos de interpelación sobre la política económica, no 
nos vamos a callar. De todas maneras, no queremos robar el tiempo a la Comisión y, además, a la hora 
11 concurre el señor Ministro de Economía y Finanzas a la Comisión de Hacienda para referirse a la 
reforma tributaria. 


En cuanto a que el precio del gasoil importado sería inferior, ANCAP ya ha demostrado con números que es 
una falacia, que se sigue repitiendo para ver si alguien alguna vez se la cree. 


Con respecto a que los más pobres subsidien a los más ricos, sabiendo a quién está destinada esa afirmación, 
el 99% de quienes utilizan el transporte urbano, interurbano e interdepartamental de Montevideo y del 
interior, también se cae por su propio peso. Cuando hablamos de las necesidades insatisfechas del interior y 
de Montevideo, seguramente, no estamos alineando a quién le va a costar más el precio del gasoil como los 
que tienen menos. 


En cuanto a la afirmación directa de que este Gobierno ha rechazado los subsidios, es absolutamente 
equivocada. En la propia reforma tributaria se establece que se va a rever todo el tema devolución de 
impuestos y el ahorro de esa muy vieja forma de distribución -tan vieja que muchos de los impuestos ya no 
existen y se siguen devolviendo- que será destinado al sector productivo vía subsidios específicos para 
aquellos sectores que por su especialización productiva la sociedad decida subsidiar. Quiere decir que 
rechazamos enfáticamente que para nosotros el subsidio no sea una herramienta utilizable, sino que es todo lo 
contrario. 


SEÑOR ROBALLO.- Me llamó la atención la expresión "gasoil paseandero" contrapuesto al gasoil 
productivo. Acá no estamos hablando de la actividad turística sino de un sector importante de la 
población que necesita de este medio de transporte urbano, suburbano e interdepartamental para 
acceder a sus lugares de trabajo. En muchos casos, nos consta que se dificulta el acceso a esos puestos 
de trabajo por la incidencia del costo del boleto en lo que percibe el núcleo familiar. 


Con respecto al transporte de carga, en los últimos años, se ha visto especialmente en esta zona y también en 
las estadísticas, un crecimiento importantísimo, tanto nacional como internacional. Lamentablemente, no ha 
sido acompañado por una mejora acorde de las condiciones de trabajo y de los salarios de los trabajadores, y 
hay una cantidad importante de empresas que subdeclaran o no declaran a los organismos de la seguridad 
social. 


También tenemos situaciones en las que no se cumple con las normas básicas que regulan el salario y se 
establece, aunque parezca mentira, el mecanismo de retribución a porcentaje, a resultado. Las normas que 
regulan el salario en el más amplio sentido del término -licencia, salario vacacional, aguinaldo, horas extras, 
ropa de trabajo y demás condiciones laborales- se terminan diluyendo en una especie de trabajo a resultado. 
Es decir que no se cumple con estas normas ni con los decretos que regulan la actividad propia. 


Entonces, no vemos una afectación importante en ese sentido. En todo caso, no tiene que ver con el 
crecimiento notable que ha tenido el transporte de carga tanto nacional como internacional. 


SEÑOR ESPINOSA.- No vamos a ser reiterativos en los conceptos formales e instrumentales que nos 
llevan a estar en contra de esta propuesta. 


Quiero dejar constancia de que consideramos que esta propuesta es totalmente injusta en el sentido de que 
abarca solo uno de los aspectos de la gran problemática que vive hoy el país. Este proyecto deja de lado al 
transporte y fundamentalmente al agro, que con tanta expectativa aspiraba a un gasoil productivo y que hoy 
ve que tiene que ser parte de un subsidio al transporte colectivo. Si bien podemos comprender el espíritu que 
conlleva a este tipo de subsidio, no podemos estar de acuerdo con su aplicación, su instrumentación, su 
formalidad, fundamentalmente porque la paisanada también tiene que movilizarse y donde se moviliza no 
hay transporte colectivo. 


Por lo tanto, quizás estemos salvaguardando el interés laboral de mucha gente a través del transporte 
colectivo, pero estaremos descuidando la movilidad laboral y la creación de producción nacional, que en 
nuestro país es fundamentalmente generada por el agro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es posible que en algunos aspectos 
haya que seguir trabajando, pero lo primero que quiero aclarar es que vine a la hora que me citaron; 
coordinamos y vine. Vine con el anuncio de que esta era una Comisión integrada con las Comisiones de 
Hacienda, Industria, Energía y Minería, y Ganadería, Agricultura y Pesca. Posteriormente, mi 
Secretaría recibió un comentario de parte de una funcionaria, tal vez de la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, por el que se sugería cambiar el día y la hora de nuestra concurrencia. Mi 


Secretaría remitió que si había algún cambio, que se coordinara aquí en el Parlamento. Nosotros 
vinimos el día y a la hora que nos dijeron. 


SEÑOR BOTANA.- Indudablemente esta información que nos aporta el señor Ministro no es la que 
tenemos nosotros, en la medida en que acá no hubo decisión de convocarle; acá lo que hubo -por lo que 
tenemos conocimiento- fue una decisión de convocarle en la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca de manera integrada, justamente para que se pueda trabajar sobre todos los temas al mismo 
tiempo. Por lo tanto, sus palabras nos transferirían una cuestión que después deberemos discutir en la 
interna de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración. En los días en que se estuvo resolviendo sobre 
los diversos pedidos, me responsabilizo como Presidente de haber acordado con el señor Ministro que 
era importante -nosotros lo solicitábamos como Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras 
Públicas- que este tema fuera tratado aquí. Además está la importancia que le dio el señor Ministro al 
decir "Yo participo en la Comisión de Transporte y Obras Públicas, que es a la que me puedo remitir". 
Inclusive, en esos días hicimos comentarios informales con los diversos Diputados de los diferentes 
sectores. Con el señor Diputado Espinosa del Partido Colorado no pude hablar, pero me consta que 
hablé informalmente con los integrantes de la Comisión, incluido el señor Diputado Botana. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Establecida la coordinación, me 
sugieren el día y la hora. Entonces, en la conversación con el señor Presidente de la Comisión -el 
interés ya había llegado a mi Secretaría- yo sugiero esto. Después recibimos esa llamada de la Comisión 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y nosotros nos remitimos, como corresponde, a la coordinación a 
nivel parlamentario. 


Creo que este asunto no termina acá porque hoy escuchaba decir al señor Diputado Gandini que, después de 
todo lo que se habló del gasoil productivo, había quedado en nada y que ahora aparecemos con esto. 
Efectivamente, el gasoil productivo fue una experiencia que nos mostró que todo no puede pasar a la vez por 
la misma puerta. Esto no quiere decir que las modificaciones, los ajustes, la búsqueda, el perfeccionamiento 
de instrumentos que nos permitan liberar de esa incidencia perniciosa -una que no podemos controlar, que es 
el precio del petróleo, y otra que se debe a nuestros propios problemas y deformaciones-, sea un camino que 
no debamos recorrer. De hecho, se está trabajando en eso. 


Entonces, decir que esta es una medida contra Fulano, contra este sector, contra este lugar del país, es un 
error. Esta no es una medida contra nada. Esta es una medida que se basa en un conjunto de análisis, de 
esfuerzos y de iniciativas, algunas de las cuales ya están maduras y otras tendrán que ir madurando en los 
próximos tiempos, en el trabajo que tendremos que hacer a nivel del Gobierno Nacional pero también con el 
aporte del Poder Legislativo, para ir modificando una estructura que en materia de combustibles no le sirve al 
país, que no es buena para el país. Por cierto, podemos admitir que hay pasos que se pueden concretar y 
pasos que no se pueden concretar -como ya ha sucedido- y también que hay pasos que pueden ser más 
exitosos y otros menos afortunados. Lo que sí existe es la voluntad de abordar un problema, que no se ha 
podido resolver en conjunto a partir de su análisis con los distintos sectores. 


Yo recuerdo que ya existió en la materia algo parecido -no exactamente igual sino parecido- a lo que estamos 
proponiendo hoy. En oportunidad de la consideración de ley de urgencia en el Parlamento, durante el Período 
pasado, se estableció un mecanismo que sirvió para atenuar el precio del combustible a nivel de todo el 
transporte de carga. Esa atenuación está vigente a partir de la descarga de un porcentaje del IVA facturado. 
Este mecanismo está siendo utilizado como base para la discusión de los instrumentos que permitan liberar al 
transporte de carga de la incidencia de los sobrecostos del precio del combustible. Tengo entendido que en 
esa oportunidad, durante un período de tiempo -que no recuerdo con exactitud-, hubo un beneficio de este 
tipo también para el transporte colectivo de pasajeros. 


Posteriormente, como estaba establecido a plazo fijo, hubo algunas modificaciones que dejaron sin efecto 
esto para el transporte de pasajeros, y quedó vigente -está vigente hasta nuestros días- para el transporte de 
carga. Incluso, yo estaba analizando el significado que eso tiene -según me explicaban- en la actualidad del 
transporte de carga, que recibe una bonificación por este concepto, un crédito de más de US$ 2:240.000 por 
mes. Es decir, ya existe un instrumento similar a este, que tendremos que analizar. 


Creo que al mismo tiempo que estamos analizando esta realidad interna, no podemos abordar el tema de la 
comparación con lo que pasa en Argentina, con el precio del combustible, porque es indudable que allí hay 
una política en un sentido que tiene, efectivamente, una afectación en la competencia. Ese no es el único 
problema que nos preocupa actualmente del funcionamiento del MERCOSUR y de nuestras relaciones con 
Argentina; aunque también es cierto que, como nunca, hay una cierta paridad en cuanto a los costos del 
combustible de Brasil, de Chile, que es un elemento que nada tiene que ver con el desarrollo de otros modos 
de transporte en el país. Uruguay tiene que desarrollar otros modos de transporte, un transporte intermodal, y 
eso es independiente de cómo tenemos que procurar que cada uno de esos sectores sea competitivo en su 
andarivel, en su rubro. 


Entonces, me parece que vale la pena precisar que la voluntad del Gobierno es ir abordando cada una de las 
partes de este problema o de los efectos del peso excesivo que implica el precio de los combustibles para ir 
encontrando, a la medida de cada situación, la mejor salida posible, de modo de favorecer el impulso del 
desarrollo productivo, pero también de afirmar eso de que la sociedad tiene que procurar mejorar en su 
conjunto. Por lo tanto, es absolutamente legítimo -creo que aquí todos han coincidido en ello- que se piense 
de qué modo esos sectores, que de alguna manera van perdiendo rueda, van quedando rezagados, se 
incorporen al derecho -después harán uso de él- del sistema del transporte colectivo. 


En cuanto al aspecto de la instrumentación legal y a cuál es el punto de partida, por cierto que he escuchado 
intervenciones muy precisas y fundamentadas que me gustaría analizar y, a su vez, pedir el asesoramiento 
correspondiente para efectivamente estar convencido de que lo que estamos haciendo corresponde. Por lo 
tanto, no estoy echando en saco roto las opiniones efectuadas por Diputados en esta materia. Pero puedo 
decir que otro elemento de inspiración de esta medida fue la reducción del precio del supergas, decisión que 
en su momento tomó ANCAP en materia tarifaria que efectivamente significó una transferencia de costos en 
lo interno. En este caso, por tratarse de otro sector, nosotros expresamente preguntamos para que se nos 
asesorara sobre cuáles eran los instrumentos y sobre qué base los poníamos en funcionamiento. Leeré la 
respuesta. Allí se establece: "[...] se trata de la fijación de un precio que le compete al Poder Ejecutivo, a 
propuesta del ente autónomo al que se le confió el tema combustibles y un manejo financiero de fondos del 
ente en uso de sus facultades de amplia y general administración.- La única prohibición de carácter 
constitucional que tiene ANCAP está consagrada en el art. 190 de la Carta y dispone que no puede realizar 
negocios extraños a su giro ni disponer de sus recursos para fines ajenos a sus actividades normales.- Está 
bien claro que en este caso la finalidad y medidas adoptadas se inscriben totalmente en las facultades del ente 
y en el caso de la fijación de los precios del Poder Ejecutivo.- En definitiva, no se aprobó ningún impuesto 
sino un precio de combustibles, facultad del Poder Ejecutivo en un acto complejo a propuesta de ANCAP y la 
creación de un fideicomiso donde ANCAP, en uso de sus facultades, favorece la fijación de una tarifa menor 
en el transporte colectivo". 


SEÑOR POSADA.- Creo que la primera parte de la contestación de ANCAP es absolutamente 
correcta, porque en el ejemplo que se puso del gas y del queroseno, que fueron los que se rebajaron en 
el período en que el país estuvo en un programa de reducción de energía eléctrica como consecuencia 
de la crisis energética, se hizo con carácter general. Es decir, allí había una decisión de fijar un precio 
menor. Y ANCAP puede hacerlo, indudablemente -de hecho, el precio del gasoil tiene un componente 
de carácter político; la fijación de su precio ha tenido un componente de carácter político a través del 
tiempo-, pero lo que no se puede hacer -aquí es lo que cuestionamos, de alguna manera- es aplicar un 
precio y que parte de él se destine, por ejemplo -como sucede en este caso-, a la creación de un 
fideicomiso. Para hacerlo se requiere de otra ley que autorice el nuevo destino que se va a dar al 
producido de ese $ 1,05 que se cobrará por encima del precio actual del gasoil. 


La discrepancia es bien concreta y está fundada en el principio de especialidad, que es inherente a las 
personas públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El señor Diputado Posada 
seguramente escuchó que antes de proceder a la lectura, con la fundamentación, dije que, por cierto, 
había que tener cuidado y profundizar; voy a pedir mayor precisión y abundancia en cuanto a los 
fundamentos legales que ponen en funcionamiento este mecanismo, que no sé si tiene complejidad -en 
realidad, no tiene tanta-, pero sí es inédito. No es muy utilizado y, por lo tanto, tenemos que ser 
responsables en cuanto a su instrumentación. 


Vinculado con este mecanismo, está planteado otro aspecto, que refiere a los controles y a cómo va a 
funcionar toda esta instrumentación. En este momento, la instrumentación está analizándose por parte de 
ANCAP y de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Según la interpretación que hacemos actualmente y 
que prevalece, ANCAP puede realizar en determinadas condiciones la trasposición de fondos para que la 
administre un fideicomiso que va a estar en el ámbito de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Por lo 
tanto, desde allí se va a administrar la instrumentación. Desde luego, la instrumentación estará garantizada 
por el establecimiento de determinado tope, y no a partir del consumo o de los kilómetros que se declaren 
para adelante, porque de ese modo podríamos dar lugar a alguna afirmación como la que se hacía en cuanto a 
que otros usos podrían habilitarse para recibir este beneficio. 


Tenemos especial preocupación por que los instrumentos sean regulados de tal manera que se garantice no 
solo el uso del beneficio sino la transferencia en su totalidad a los usuarios del servicio de transporte 
colectivo de todo el país. 


En ese sentido, quiero hacer una precisión. Esta medida no solo no es en contra de nadie, en contra de 
ninguna corporación, ningún sector de intereses, y mucho menos contra la mitad del país, sino que no 
excluye absolutamente a ningún sector del transporte del país. Por el contrario, se puede convertir -y esa es 
nuestra aspiración- en un instrumento de formalización del sector transporte en el país. ¿Por qué? Porque 
somos conscientes de que existe una parte del sector del transporte en general, pero de pasajeros en 
particular, que es formal, que cumple con sus obligaciones, que hace los aportes correspondientes, que 
respeta los laudos y, por lo tanto, que puede ser regulado por parte del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas o de las Intendencias Municipales en el marco de su competencia, pero que hay otro sector de 
transporte colectivo que no es formal y, por lo tanto, no puede ser regulado. Cuando se extendió el subsidio, 
la transferencia, para posibilitar la gratuidad para los estudiantes del primer ciclo de todo el país nos 
encontramos con que había una serie de instrumentaciones que chocaban con la realidad de algunas empresas 
existentes, que actúan, que funcionan, pero que no están en condiciones de cumplir con los requerimientos. 
Creo que tenemos que seguir trabajando para formalizar el conjunto del país porque esa es otra forma de 
transferencia que ni siquiera es conocida ya que los que pagan, pagan por todos y determinados sectores no 
pagan y funcionan al margen de todo. 


No nos referimos solo al transporte urbano de Montevideo. Es notorio que hubo un factor de mucha 
incidencia en los servicios de transporte del país. En ese sentido, queremos dejar una constancia acerca de 
una afirmación que se hizo al pasar. En su momento, nosotros tuvimos el privilegio de funcionar en la 
Intendencia Municipal de Montevideo como Directores de la División de Tránsito y Transporte y, después, de 
Obras y Servicios a la Comunidad, cuando al frente de la Intendencia estaba el doctor Tabaré Vázquez. Por 
cierto, fue un momento difícil por la situación en que encontramos al transporte urbano de Montevideo, con 
empresas prácticamente quebradas y con unidades de más de treinta años funcionando en las calles de 
Montevideo, parándose y poniendo la escoba o bajando los "cuernitos" para señalizar que habían terminado 
el recorrido. Mucho se ha dicho de eso; ha habido muchas discusiones y muchas comparecencias a la Junta 
Departamental, pero nunca se pudieron demostrar algunas de las cosas a las que el señor Diputado hizo 
referencia, aunque no en forma de acusación, pero que no puedo dejar pasar. Me refiero a eso de certificados 
ilegales, de trámites ilegales... 


(Interrupción del señor Representante Gandini) 


———...a las auditorías del Tribunal de Cuentas que durante muchos meses estuvieron en el despacho de al 
lado de mi escritorio, con todos los documentos de la Intendencia Municipal, para terminar como terminó. 
Creo que desde ese punto de vista podemos lucir algo. Podemos equivocarnos, podemos hacer las cosas bien, 
podemos hacer las cosas mal, pero lo que no nos duele es que nadie nos pueda sindicar de confundir los 
intereses generales, los intereses del Estado con los intereses particulares, porque tenemos una trayectoria que 
nos avala en ese sentido y esa es la conducta que tenemos en este y en todos los temas que están planteados. 


Creo que es un comentario que debía hacer, sin perjuicio de que soy plenamente consciente de que estamos 
ante un tema -la administración de transferencias- que hay que manejar con mucha ponderación porque 
afecta a distintos sectores, a distintos intereses. Cuando estas transferencias benefician a un sector, pero son 
financiadas por otro, siempre son temas delicados, en los que tenemos la obligación -el Poder Ejecutivo y el 
Parlamento- de dar absolutamente todas las garantías para que la sociedad uruguaya pueda seguir 
desarrollándose sanamente. En ese sentido, estamos convencidos de que este es un mecanismo hábil, apto 


para lograr el objetivo de atender a miles de ciudadanos en ese desfase entre el poder adquisitivo de su 
bolsillo y el boleto que tienen que pagar para cumplir sus actividades de todos los días. 


Este no es un mecanismo al margen de la consideración de otros problemas y de otros intereses que obedecen 
a sectores que están involucrados y no necesariamente tienen que ser atendidos desde el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, pero nos consta que el Gobierno está en condiciones de asegurar un desarrollo 
armónico de toda la sociedad, y no nos negamos a buscar alternativas que perfeccionen nuestra iniciativa. Si 
hubiéramos planteado la iniciativa, si no la hubiéramos empujado -empezando por el propio Gobierno 
Nacional, desde la responsabilidad que nos corresponde como Ministro de Transporte y Obras Públicas-, tal 
vez hoy no habríamos tenido esta reunión, pero el tema tampoco estaría planteado en la búsqueda de una 
solución que atienda las necesidades de esos sectores tan importantes de la población. Por lo tanto, si surgen 
mecanismos, instrumentos que nos permitan una solución mejor, no vamos a dar la espalda; al contrario. 


Creo que el señor Diputado Botana hacía referencia a quién puede estar en contra de que se mejore la 
posibilidad de la gente que viaja en ómnibus, que el objetivo sería un motivo de festejo y de alegría y no un 
motivo de discusión. Nosotros estamos empujando esta iniciativa que nos parece nos da un instrumento que 
nos permite resolver el problema, pero si surgiera la voluntad y la posibilidad de construir una herramienta 
que nos permitiera alcanzar el objetivo de un modo diferente y que atendiera los mismos intereses que están 
en juego, no me voy a negar a considerarlo. Lo que sí tienen que saber es que mientras tanto seguimos 
trabajando para la instrumentación de estas medidas de la mejor manera posible y tomando en cuenta las 
observaciones que en la mañana de hoy me han hecho aquí. 


SEÑOR BOTANA.- Si acá el Gobierno no se ha opuesto sistemáticamente a este tipo de mecanismos 
diferenciales, uno tiene algunas preguntas para hacer. 


En primer lugar, ¿por qué en el Presupuesto y en la Rendición de Cuentas se eliminaron casi todos los 
ingresos del Estado con destino prefijado? 


La segunda pregunta va en el mismo sentido. ¿Cuál es el argumento para la igualación de los aportes al 
Banco de Previsión Social dentro de los diferentes sectores donde se va a hacer si esto no es así? 


En tercer lugar, ¿por qué se incluye la aplicación del IVA a más sectores de la economía? Acá tenemos una 
clara demostración de que este equipo económico lo que quiere es manejar... 


(Interrupción del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas.- Hilaridad) 


Señor Ministro: con todo respeto, cuando lo invitamos a trabajar en conjunto era para que las respuestas 
las dé quien debe hacerlo. De cualquier modo, quien firma el decreto con ustedes es nada más y nada menos 
que el Presidente de la República, que se supone que gobierna en economía, en agro, en transporte, en obra 
pública, en todo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Nosotros nos sentimos responsables 
de todo; era una broma. 


SEÑOR BOTANA.- Está bien. 


El tema es que hay fundamentos de base para mi afirmación en el sentido de que el Gobierno debe eliminar 
este tipo de mecanismos insanos y distorsivos y a mí me parece una buena cosa. Lo que me parece malo es 
incluir este mecanismo porque acá nadie me pudo dar respuesta -ni podrá- en cuanto a cómo me pueden 
asegurar que los $ 8 de descuento en el precio del litro de gasoil no vayan a terminar en el tanque del auto de 
paseo dominguero del dueño de la empresa de transporte o de uno de sus empleados, o para subsidiar alguna 
actividad vinculada precisamente a estas empresas. Esas son cuestiones que si me las pueden asegurar van a 
implicar sistemas de control de tal costo que terminarán inviabilizando la aplicación del sistema. 


Lo otro importante es lo siguiente. Si ANCAP es tan competitiva, ¿por qué no la desmonopolizamos? ¿Por 
qué no la ponemos en competencia? Acá se ha dicho: "Ha quedado claramente demostrado que si hubiera 
desmonopolización en los combustibles, ANCAP sería competitiva y los precios serían exactamente los 
mismos”. Entonces, pongámosla en competencia; ¡es tan fácil! 


Por otra parte, se me dice que el subsidio a AFE no tiene nada que ver y en esto por supuesto que le creemos 
al señor Ministro, pero también es cierto que acá uno va a pagar y otro será subsidiado. No podemos mezclar 
en el subsidio ese mecanismo que se ha generado para devolverle parte del IVA que tienen las empresas de 
transporte de carga porque es exactamente eso, por más que en sí mismo no sea el mecanismo más lúcido. 
Más allá de que la magnitud no es excesiva en cuanto a montos -es más de diez veces menos que el subsidio 
del que estamos hablando en este caso-, tendríamos que estudiar en el país algún tipo de mecanismo más 
claro para la devolución de IVA al transporte de cargas. 


Las preguntas gruesas o grandes son las siguientes. ¿Cómo me aseguran que no existen estos mecanismos 
distorsivos en la economía? ¿Cómo me aseguran que no están presentes mecanismos de los que después 
generan inflación? ¿Cómo es que el transporte ferroviario está subsidiado y el transporte de cargas va a 
subsidiar? ¿Cómo es que el interior va a pagar más y Montevideo va a recibir más? Y eso es así: el gran 
volumen de beneficio de esta transferencia es para el transporte de la capital. Por lo tanto, Montevideo va a 
recibir más y el interior va a pagar más y allí hay una transferencia. El agro, el transporte de cargas, los taxis 
y los hogares van a pagar más y el Gobierno va a recibir más. 


Este mecanismo tiene que ser absolutamente claro porque acá hablamos del boleto y de ANCAP. ANCAP no 
se va a ver afectada en lo más mínimo; le va a entrar un poco más de plata por un lado y le va a salir la 
misma plata por el otro. Por lo tanto, ANCAP, en su estructura de costos, no se va a ver más afectada por una 
disminución del consumo por el impacto del aumento. Si le entran $ 1,053 por un lado, le salen por el otro. El 
usuario del transporte tampoco se verá afectado porque, por un lado, le entrará una disminución en el precio 
del boleto y, por el otro, le va a costar el IVA al boleto que el Gobierno le aplique. 


¿Quiénes son los afectados en términos económicos? El agro, el transporte de carga, los taxis y los hogares, 
que pagan más, y el Gobierno, en la otra punta, recibe más plata. Por lo tanto, no estamos hablando de un 
subsidio al usuario sino de un subsidio al Gobierno. Estamos hablando de una nueva transferencia de dinero a 
las arcas de ANCAP o del fisco. Pero en este caso, no es para ANCAP sino que, vía IVA, quien lo recibirá 
será Rentas Generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En función de que hay una serie de compromisos para atender en estos 
momentos, y teniendo en cuenta de que hay varias preguntas planteadas -más allá de que muchas 
fueron contestadas por el Ministro-, sugeriría que se fuera redondeando dado que hay un abanico de 
temas sobre la Mesa que será motivo de otra entrevista con el Ministro. 


SEÑOR YANES.- Por las razones que dio el Presidente, no contestaremos algunas afirmaciones que se 
hicieron por parte de algunos Diputados a la espera de una nueva oportunidad. Eso no quiere decir 
que nuestro silencio signifique que aceptamos algunos argumentos que se plantearon como válidos. 


SEÑOR ROBALLO.- Esto daría para una discusión más profunda, pero voy a dejar una constancia 
nada más. 


Nosotros entendemos que se ha planteado una falsa dicotomía entre el interior y Montevideo, y si el que se 
beneficia es el Gobierno o la población. Estamos hablando de un sector importantísimo que necesita del 
transporte colectivo, no solo urbano sino también suburbano e interdepartamental. En todo caso, daría para 
otra ocasión la profundización en estos temas. 


A primera vista, nos parece muy fácil comprobar que no se trata de una dicotomía entre Montevideo y el 
interior ni que las arcas del Estado se vean favorecidas sino que hay otro tipo de política que tiende a 
beneficiar a la producción y a un sector de la población para el cual el costo del transporte es fundamental en 
su economía y, por lo tanto, en sus ingresos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Tuvimos un intercambio y vamos a 
seguir trabajando. Estaremos a las órdenes; les consta que lo estamos. 


En materia de controles, simplemente quiero decir que creo que tenemos los elementos para hacer un 
mecanismo que sea eficiente y que garantice que la transferencia se realiza en beneficio de quienes queremos 
beneficiar. En ese sentido, nosotros tenemos la misma preocupación que el señor Diputado Botana den 


cuanto a que no termine ni una gota de este beneficio en el tanque de ninguna camioneta o vehículo 
particular. Lo que simplemente observo es que en la realidad de hoy está pasando eso, y tenemos la necesidad 
de desarrollar una política con todos los sectores que combata el hecho de que en este momento, los 
vehículos particulares -el mío, por ejemplo- estén recibiendo el mismo precio del gasoil que el que se utiliza 
para el transporte colectivo de pasajeros. Esa es una deformación que se acumuló en el tiempo y la tenemos 
que ir corrigiendo en pasos sucesivos en beneficio de los sectores que efectivamente están vinculados con la 
actividad productiva; un altísimo porcentaje de los pasajeros que viaja en ómnibus está vinculado a la 
necesidad del funcionamiento productivo del país. 


Otra precisión que quiero hacer es que al fisco, nada; al Estado ni una gota. Reitero: de esto, al fisco nada; al 
Estado ni una gota. Lo que pueda canalizarse por este intermedio será para beneficiar a los usuarios del 
transporte colectivo y, eventualmente, si se nos ocurren instrumentos que puedan ayudar a atenuar el efecto 
negativo que estas medidas toman en otros sectores, por cierto que estamos trabajando para lograrlo. 


Por último, quiero decir que estamos muy interesados en que la Comisión de Transporte, Comunicaciones y 
Obras Públicas -que entendemos es la titular- pueda avanzar en la ley de seguridad de tránsito y de 
prevención de accidentes. Creo que es un tema en el que necesitamos dar cada vez más alguna respuesta para 
no ser omisos; yo me siento, por cierto, en la primera fila. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión está trabajando en el tema aludido al final por parte del señor 
Ministro. El proyecto se mandó a la rectificación del Poder Ejecutivo porque hubo una especie de 
reordenamiento del trabajo; seguramente vendrá a la Asamblea General y luego a la Comisión. Hay un 
compromiso de acompañar el trabajo, aunque haya una visión diferente, y de tener una discusión en el 
pleno de la Cámara. Ni bien llegue el proyecto, estaremos trabajando sobre él lo más rápidamente 
posible. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE, COMUNICACIONES Y OBRAS PÚBLICAS.- Tengo 
entendido que ya está pronta esa versión corregida que ustedes pidieron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No ha llegado a la Comisión. 


Reafirmamos el hecho de que la Comisión va a estar comprometida con la preocupación que hoy se demostró 
aquí y va a seguir un diálogo con el Ministerio a los efectos de poder tener el mejor de los resultados con este 
decreto que está a estudio. Creo que hemos encontrado una muy buena voluntad por parte del Ministerio y 
también una seria preocupación por parte de algunos Diputados y nos comprometemos a trabajar para buscar 
elementos que permitan mejorar, si fuera posible, este planteo. 


Agradecemos al señor Ministro Víctor Rossi y al señor Director General Gustavo Fernández. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


